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Entre los días 2 y 4 de junio se realizó el Cyber 
Day, evento organizado por la Cámara de Comer- 
cio de Santiago y que congregó a más de 700 
empresas que venden sus productos y servicios 
por Internet. Durante ese período, llegaron casi 
800 reclamos por diferentes motivos. 

El Sernac continúa monitoreando que las 
empresas cumplan conlos derechos que establece 
la Ley del Consumidor, especialmente respecto 
de la garantía legal y los plazos de entrega de los 
productos adquiridos a través de Internet. 

En ese contexto, es importante señalar que 
según los análisis y reportes realizados por el 
servicio, el peak de casos de este tipo de even- 
tos masivos se da entre 13 y 15 días posteriores 
a su realización, por lo que los reclamos pueden 
aumentar durante los próximos días. 

Es importante recordar que la Ley del Con- 
sumidor establece un plazo de garantía legal de 
seis meses, en caso que el producto falle o no sea 
apto para su uso, que implica la elección entre 
el cambio, la reparación gratuita o la devolución 
de lo pagado. 

Por su parte, las garantías de satisfacción o 
“ticketde cambio” sonun ofrecimiento quehacen 
las empresas para realizar los cambios por gusto 
o sin expresión de causa. Una vez que se ofrece, 
se debe cumplir. 

Las garantías voluntarias son aquellas que 
ofrecela empresa ampliando el plazo de garantía 
legal, generalmente para electrodomésticos o bie- 
nes durables, y exigen una revisión en el servicio 
técnico. En general, permiten solo el cambio y la 
reparación, no la devolución del dinero. 

En nuestro análisis, hemos detectado que las 
empresas están ofreciendo entre 10 y 60 días de 
garantía de satisfacción. Si bien todas las empre- 
sasloinforman, algunas ponen condiciones como 

que el producto esté con el embalaje o sellado, en 
algunos casos. 

Es importante enfatizar, además, que el dere- 
cho a garantía legal es irrenunciable, por tanto, 
las empresasno pueden condicionatlo ala “recep- 
ción conforme”. Si el producto falla en el plazo 
establecido por la ley, los consumidores tienen 
derecho al cambio, la devolución del dinero o la 

reparación del producto. 
ElSernacanalizará las situaciones detectadas 

respecto alainformaciónincorrecta oincomple- 
ta sobre el derecho ala garantía legal y oficiará a 
las empresas correspondientes. 

Finalmente, esimportante tener en cuenta que 
al momento derealizaruna compra por Internet, 
las y los consumidores tienen los mismos dere- 
chos que en cualquier compra o contratación de 
servicio, como si fuera presencial. 

En caso de querer ingresar un reclamo aso- 
ciado al Cyber Day 2025, por una situación de 
consumo, las y los consumidoreslo pueden hacer 
ensernac.cl, llamando gratuitamente al800700 
100 y presencialmente en las oficinas ubicadas 
en cada región del país. 
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“El temor genera más daño que el delito mismo”, señaló 
Daniel Johnson, director ejecutivo de Paz Ciudadana. 

Esta frase encapsula una línea argumentativa frecuente 
en el debate público, repetida entre sectores oficialis- 
tas. Sin embargo, vale la pena preguntarse: ¿somos una 
sociedad miedosa, o estamos ante una población con 
estándares de seguridad más exigentes? 

Este argumento comúnmente procedeasí: primero se 
presentan las cifras nacionales de criminalidad junto a 
las encuestas de temor ciudadano. Luego, se contrastan 
con países latinoamericanos más peligrosos, pero con 
menores niveles de preocupación. De esta comparación 
concluyen que los chilenos tendríamos una sensación de 
inseguridad exagerada. Finalmente, culpan alos medios 
de comunicación de distorsionarla realidad delictual que 
percibe la ciudadanía. 

Generalmente, se responde alo anterior mostrando la 
evolución delas cifras de delitos en el país, por ejemplo, el 
aumento enun160% de la tasa de homicidios desde 2015. 
Sin embargo, se omite algo fundamental: la preocupación 
por el crimen no es solo miedo, sino el reflejo del estándar 
de seguridad que una sociedad considera aceptable para 
el desarrollo de sus proyectos de vida. 

Toda sociedad tiene expectativas sobre el riesgo apro- 
piado para que sus miembros se desenvuelvan con nor- 
malidad. Lasensación deinseguridad proviene, en parte, 
de un desajuste entre estas expectativas y la realidad 
experimentada. Esta reacción, lejos de ser patológica o 
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inducida, es una respuesta saludable ante condiciones 
inaceptables. Quienes califican el miedo de exagerado 
buscan rebajarlas exigencias dela población, entumecer 
la reacción ciudadana para que el sistema político no sea 
interpelado, y desviar la responsabilidad hacia factores 
externos. 

América Latina esuno delos continentes más violentos 
del mundo, donde muchas personas han desarrollado 
habituación al crimen. Un estudio argentino reveló que 
personas previamente victimizadas mostraban menor 

reacción biológica anteimágenes deviolencia que quienes 
nunca habían sido víctimas. Esto sugiere quelas menores 
percepciones de riesgo no reflejan situaciones objetiva- 
mente mejores, sino adaptación psicológicaal crimen. Las 
comparaciones internacionales que minimizan nuestras 

preocupaciones sugieren que deberíamos normalizar 
niveles de criminalidad antes intolerables. 

El “miedo al delito” puede convertirse en fatalismo 
cuando la sociedad renuncia a exigir mejoras, pero tam- 
bién actúa como anticuerpo contra el deterioro social. 
Es legítimo debatir si ciertas demandas pueden ser con- 
traproducentes, pero partir de que las preocupaciones 
ciudadanas son intrínsecamente exageradas constituye 
un error de diagnóstico que impide abordar los desa- 
fíos de seguridad. Más bien, es el sistema político quien 
debe elevar sus estándares de respuesta. Esto define si 
avanzamos hacia una sociedad más segura o a una más 
resignada. 

  

Chile está siendo testigo del avance de un fenóme- 
no tan silencioso como grave: el robo sistemático de 
infraestructura crítica del sistema eléctrico. En el caso 
delas redes de transmisión, solo en el primer trimestre 
de este año ya se han registrado más de 40 robos, con 
un daño económico cercano a —lea detenidamente— 
un millón de dólares. Esta cifra representa dos tercios 
de lo perdido en todo el 2024 y casi un tercio del total 
acumulado entre 2021 y 2024. No se trata de hechos 
aislados ni menores. Son, en su mayoría, casos donde 

bandas organizadas actúan con impunidad. 
En transmisión, el robo es de cables, del acero con 

que están construidas las torres, de maquinaria, de 
fibra óptica, de partes de subestaciones y de un sinnú- 
mero de otros elementos, todos ellos esenciales para 
dar suministro eléctrico. Similares afectaciones han 
ocurrido en otros segmentos del mercado eléctrico, 

agravando la situación. El riesgo es que la energía no 
llegue a hospitales, industrias y hogares. Pero también 
es que se afecte la integridad de nuestros colaborado- 
res, como, de hecho, ha acontecido. En la subestación 
Mejillones, cinco trabajadores fueron maniatados por 
delincuentes armados, reflejando de modo patente el 
nivel de violencia que las bandas han alcanzado. 

Este problema no se resuelve solo con más recur- 
sos privados. Frente al avance delictual, las empresas 

enfrentan serias limitaciones, partiendo por la más 
básica: la carencia delegitimidad para ejercerfunciones 
propias de la seguridad pública. No esrazonable que una 
ingente cantidad derecursos de las empresas se destine 
a medidas costosas, ajenas al negocio y completamente 
excepcionales. A modo de ejemplo, en algunos casos se 
han debido excavar zanjas alrededor de subestaciones 
para protegerlas. Nada que recuerde más la vieja usanza 
medieval. 

Desde el punto devista social, quizás muchas medidas 
privadas tienen una dudosa eficacia y no son disuasivas, 
pero reflejan el nivel de inseguridad que sehainstalado 
entornoala infraestructura crítica y la respuesta frente 
a cierta pasividad pública. La delincuencia avanza, y 
muchas medidas que deben provenir del Estado aún 
no se implementan. No se ha aprobado la ley de robo 
de cables, se requiere modernizar la regulación del uso 
de drones, no siempre existen protocolos de respuesta 
integrados con las policías, no hay fiscales especiali- 
zados que persigan estos delitos, y un largo etcétera. 

El llamado es claro: se requiere voluntad políticapara 
actuar y un compromiso institucional para proteger la 

infraestructura estratégica para Chile, sea eléctrica, 
detelecomunicaciones, sanitaria, detransporteo cual- 
quier otra. Este es un deber del Estado. El momento de 
actuar es ahora.     o 
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